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definido en la letra b) del punto 1.2 del número 1 del
artículo 69.

3.a Cuando los terrenos estén incluidos en unidades
de actuación o comprendidos en ámbitos sujetos por
el planeamiento a operaciones de reforma interior, la
actividad de ejecución se llevará a cabo mediante la
programación de actuaciones urbanizadoras prevista en
esta Ley, si bien el deber de cesión de suelo dotacional
será el previsto en el propio planeamiento.

4.a En el caso de innovación de planes no adaptados
a esta Ley y en el supuesto de ámbitos sujetos a ope-
raciones de reforma interior, las cesiones procedentes
serán las fijadas en la letra a) del punto 1.2 del número 1
del artículo 69.

5.a En el caso de innovación de planes no adaptados
a esta Ley y en el supuesto de unidades de actuación,
las cesiones serán las propias del suelo urbanizable, sin
perjuicio de lo previsto en la letra a) del número 2 del
artículo 24. En cualquier caso los usos de las cesiones
de suelo con destino dotacional público serán los pre-
vistos expresamente en el planeamiento.

6.a Para establecer la reserva que corresponde a
viviendas sujetas a un régimen de protección pública,
procederá la modificación puntual del planeamiento y
su adaptación parcial a la presente Ley.

c) Al situado en Municipios que dispongan de Nor-
mas Subsidiarias que no prevean suelo apto para urba-
nizar y proyectos de delimitación del suelo urbano, el
régimen urbanístico del suelo objeto de clasificación en
virtud de la Ley o por los citados instrumentos urba-
nísticos será el que resulta de las siguientes reglas:

1.a En los terrenos de suelo urbano no incluidos
en unidades de actuación, el previsto en el apartado
2.1 del número 2 del artículo 69, salvo que la racional
ejecución del planeamiento requiera la delimitación de
unidad o unidades de actuación.

2.a En los terrenos de suelo urbano incluidos en
unidades de actuación, el previsto para el suelo urbano
de reserva en el apartado 2.2 del número 2 del artículo
69, si bien el deber de cesión de suelo dotacional será
el establecido en el propio planeamiento.

2. Los Municipios que, a la entrada en vigor de esta
Ley, no dispongan de ningún instrumento de planea-
miento urbanístico, hasta que se aprueben y entren en
vigor los correspondientes Planes de Delimitación de
Suelo o de Ordenación Municipal, seguirán rigiéndose
por las Normas Subsidiarias Provinciales sin perjuicio
de la aplicación directa de las siguientes reglas:

1.a En el suelo rústico se estará a lo dispuesto en
el artículo 55 de esta Ley.

2.a En los núcleos de población se podrá edificar
un número de plantas que alcance la altura media de
los edificios ya construidos en cada tramo de fachada
comprendida entre dos calles adyacentes o paralelas
consecutivas sin que, en ningún caso, puedan superarse
las tres plantas o los 10 metros de altura máxima.

3. Hasta que los planes de urbanismo no se adapten
a esta Ley, el régimen urbanístico del subsuelo será el
que resulte de la ordenación por ellos establecida.

4. En tanto se produce el desarrollo reglamentario
de lo dispuesto en el artículo 31 de esta Ley y sin perjuicio
de lo establecido en el número 1 anterior, se estará
a lo establecido en el Anexo del Reglamento de Pla-
neamiento aprobado por Decreto 2159/1978, de 23
de junio, a fin de dimensionar las reservas dotacionales
de uso escolar.

Disposición adicional única. Denominación en euros de
las disposiciones sobre sanciones y competencias y
procedimientos sancionadores.

Desde la fecha de la sustitución definitiva de la peseta
por el euro, los importes establecidos en la Ley 2/1998,
de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la Acti-
vidad Urbanística, para fijar cuantías, en su caso mínimas
y máximas, de las sanciones y delimitar las competencias
para su imposición quedarán denominados en euros,
aplicándose la regla de conversión de 60 euros por cada
10.000 pesetas.

Disposición final primera. Otorgamiento de delegación
legislativa.

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de
Comunidades de Castilla-La Mancha para elaborar y
aprobar un texto único de la Ley 2/1998, de 4 de junio,
de ordenación del territorio y de la actividad urbanística,
que incorpore las modificaciones introducidas en ella
por esta Ley y denomine en euros las pertinentes dis-
posiciones de la misma. La autorización de refundición,
que comprende también la regularización, aclaración y
armonización de las disposiciones legales objeto de la
misma, deberá ejercerse en el plazo de seis meses a
contar desde la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor a los dos meses de su íntegra
publicación.

Disposición derogatoria.

Se deroga la disposición transitoria primera de la
Ley 2/1998, de 4 de junio, de ordenación del territorio
y de la actividad urbanística y cuantas disposiciones de
la misma que, aún no siendo objeto de modificación
por esta Ley, la contradigan o se opongan a ella.

Toledo, 20 de enero de 2003.

JOSÉ BONO MARTÍNEZ,
Presidente

(Publicada en el D.O.C.M. n.o 10, de 27-01-2003; corrección de errores
publicada en el D.O.C.M. n.o 50 de 08-04-2003)

10838 LEY 2/2003, de 30 de enero, del Servicio
Público de Empleo de Castilla-La Mancha.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y
yo, en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La lucha contra el desempleo a través de políticas
activas eficaces constituye en la actualidad uno de los
ámbitos fundamentales de actuación de los poderes
públicos tanto en la Unión Europea como en cada uno
de sus Estados miembros. De este modo, la interme-
diación en el mercado de trabajo, la aplicación de polí-
ticas activas tendentes a fomentar el empleo y el autoem-
pleo o la programación adecuada de la formación pro-
fesional ocupacional vinculada a las necesidades del mer-
cado laboral son, entre otros, instrumentos básicos de
una política que ha de ir orientada al pleno empleo, tal
y como recoge el artículo 40 de la Constitución.

Para conseguir este pleno empleo, la Unión Europea
ha propugnado la coordinación entre las políticas de
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empleo de los distintos Estados miembros, sobre la base
del respeto a la organización territorial de cada uno de
ellos y con la subsidiariedad como eje motor de todas
las actuaciones. En esta línea, el Tratado de Amsterdam,
firmado en octubre de 1997, da prioridad a la búsqueda
del pleno empleo y refuerza la coordinación entre las
políticas de los Estados miembros sobre la base de unas
líneas comunes que se han acabado convirtiendo en
una auténtica Estrategia Europea de Empleo.

Consciente de la realidad diversa de los ordenamien-
tos jurídicos nacionales, la Unión Europea ha sido muy
respetuosa con la forma en la que cada Estado miembro
ha llevado a cabo la ejecución de estas líneas, pero sí
ha dejado clara en diferentes informes y en lo que a
España se refiere, la necesidad de llevar a cabo un pro-
ceso de modernización de los Servicios Públicos de
Empleo.

Al amparo de lo establecido en el art. 149.1.7.o de
la Constitución la gestión de las políticas activas están
siendo asumidas de forma paulatina por las Comunida-
des Autónomas.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 33.11 del
Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, la Junta
de Comunidades asumió, a través del Real Decre-
to 1661/1998, de 24 de julio, determinadas compe-
tencias que, en materia de formación profesional ocu-
pacional, venía desempeñando el Instituto Nacional de
Empleo, pasándose a crear en la actualidad, de confor-
midad al artículo 31.1.1.a del Estatuto de Autonomía,
el Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha,
una vez asumidas el resto de competencias.

Llegado el momento de asumir la gestión de las polí-
ticas activas de empleo, la Junta de Comunidades tiene
como objetivo que el nuevo Servicio Público de Empleo
nazca como resultado de un amplio consenso entre el
Gobierno Regional y los agentes sociales más represen-
tativos de la Región. En esta línea, el II Acuerdo Regional
por el Empleo en Castilla-La Mancha, firmado en abril
de 2000 por la Junta de Comunidades y los sindicatos
y la organización empresarial que ostentan la represen-
tación mayoritaria en la Región, tiene como uno de sus
objetivos prioritarios desarrollar el futuro Servicio Público
de Empleo. De igual modo, el III Pacto Industrial Cas-
tilla-La Mancha 2000-2003, señala que el diseño de un
nuevo modelo de tratamiento de la oferta y la demanda
de empleo deberá hacerse en el marco de acuerdos
que garanticen la perdurabilidad del mismo.

De acuerdo con el marco jurídico descrito y con el
espíritu de consenso con el que quiere nacer el Servicio
Público de Empleo, se considera necesaria la creación
de un Organismo Autónomo que lleve a cabo el desarro-
llo de la gestión de todas las políticas activas de empleo
una vez concluido el proceso de transferencias por el
Estado. En este sentido, el Servicio Público de Empleo
será el órgano de la Junta de Comunidades participado
por la Administración y los Agentes Sociales más repre-
sentativos de Castilla-La Mancha encargado de poner
en conexión la oferta y la demanda de empleo y, en
general, de posibilitar la obtención de un empleo por
parte de los trabajadores que así lo demanden, con espe-
cial referencia en mujeres, jóvenes, parados de larga
duración y discapacitados.

La creación del Servicio Público de Empleo como
Organismo Autónomo se justifica siguiendo el régimen
jurídico de derecho estatal y autonómico comparado del
derecho español, en la necesidad de gestionar dichas
políticas en un régimen de descentralización funcional.
De este modo a la Consejería a la que esté adscrito
el Organismo corresponde la dirección estratégica, la
evaluación y el control de los resultados de su actividad,
sin menoscabo de la necesaria autonomía de gestión
del Organismo.

CAPÍTULO I

Naturaleza y Atribuciones

Artículo 1. Objeto y naturaleza.

1. Se crea el Servicio Público de Empleo de Cas-
tilla-La Mancha como organismo autónomo de carácter
administrativo, adscrito a la Consejería que tenga atri-
buidas las competencias de Empleo, como órgano gestor
de las políticas de empleo de la Junta de Comunidades
de Castilla-La Mancha.

2. Su naturaleza jurídica, funciones, composición,
estructura y régimen económico-financiero serán las
determinadas en la presente Ley, en el Decreto Legis-
lativo 1/2002, que aprueba el Texto Refundido de la
Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha así como por
el resto de disposiciones que le sean aplicables.

3. El Servicio Público de Empleo de Castilla-La Man-
cha tiene personalidad jurídica propia y está dotado de
autonomía administrativa y financiera para el cumpli-
miento de sus fines, así como para la gestión de su
patrimonio y de los fondos que se le asignen. Los Esta-
tutos del Servicio Público de Empleo serán aprobados
y modificados por Decreto del Consejo de Gobierno de
la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, a ini-
ciativa de la Consejería a la que esté adscrito el orga-
nismo.

Artículo 2. Fines, Principios de Organización y Funcio-
namiento.

1. El Servicio Público de Empleo de Castilla-La Man-
cha se crea para la gestión y realización de todas aquellas
políticas orientadas a la consecución del pleno empleo
en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de
Castilla-La Mancha. Estas políticas estarán dirigidas a
facilitar a los trabajadores, en especial desempleados,
la obtención de un puesto de trabajo digno y adecuado,
y a facilitar a los empleadores la contratación de tra-
bajadores adecuados a sus necesidades de producción
de bienes y servicios.

2. En su organización y funcionamiento, así como
en el ejercicio de sus competencias, el Servicio Público
de Empleo de Castilla-La Mancha se regirá por los
siguientes principios:

a) Igualdad de oportunidades garantizando la no dis-
criminación por razón de sexo, etnia, edad, estado civil,
opinión, religión, origen, condición social o lengua o cual-
quier otra condición o circunstancia personal o social.

b) Participación de los agentes sociales más repre-
sentativos de la región.

c) Solidaridad territorial y cohesión social.
d) Gratuidad, universalidad y personalización de sus

actuaciones.
e) Actuación positiva a favor de trabajadores y tra-

bajadoras en dificultades de inserción laboral y de acceso
al empleo estable y de calidad.

3. El Servicio Público de Empleo de Castilla-La Man-
cha, en toda su actuación, tenderá a la consecución de
los siguientes objetivos:

a) Transparencia del mercado de trabajo.
b) Integridad y complementariedad del conjunto de

sus acciones.
c) Fomento de la innovación y la experimentación.
d) Coordinación interadministrativa.
e) Cercanía y proximidad a los ciudadanos.
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f) Simplificación de trámites y racionalidad en su
organización y funcionamiento.

g) Calidad del servicio para sus usuarios.
h) Unidad de mercado de trabajo.
i) Adaptación permanente a las Nuevas Tecnologías.

Artículo 3. Derechos y deberes de los usuarios.

1. La organización y gestión del Servicio Público de
Castilla La Mancha, ha de garantizar los siguientes dere-
chos de los usuarios del servicio:

a) El respeto a la intimidad personal y familiar.
b) La confidencialidad de la información relacionada

con los servicios ocupacionales que les ofrece.
c) La información sobre los derechos y obligaciones

que le asisten.
d) Cualquier otro derecho que le atribuya la nor-

mativa vigente, en especial la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

2. Los usuarios están obligados a colaborar con el
Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha, en
el marco de la normativa vigente.

Artículo 4. Competencias del Servicio Público de
Empleo.

El Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha,
mediante una única red pública, ejercerá las competen-
cias en materia de empleo y cualificación profesional
en el ámbito competencial de la Comunidad Autónoma,
y, en particular, las siguientes:

1. Elaborar, hacer el seguimiento y evaluar el Plan
de Empleo de Castilla-La Mancha.

2. Ordenar, planificar, gestionar y evaluar los dis-
tintos programas para el empleo, en el ámbito de sus
competencias y en particular:

a) Los relativos a fomento del empleo, en especial
para colectivos con una mayor dificultad de inserción
laboral.

b) El fomento del autoempleo y de nuevos empren-
dedores.

c) Los relativos a la formación profesional ocupa-
cional y continua.

d) Los relativos a las acciones de acompañamiento
para la búsqueda activa de empleo.

3. Realizar prospección y análisis del mercado de
trabajo y elaborar estadísticas.

4. Gestionar la intermediación laboral, el registro de
demandantes de empleo y de mejora de empleo, el regis-
tro de contratos y la Red Eures en Castilla-La Mancha.

5. Prestar servicios de información y orientación
laboral a los trabajadores y a las empresas.

6. Propiciar la promoción y el desarrollo local.
7. Autorizar el funcionamiento de las agencias de

colocación y de los centros asociados y colaboradores
a aquellas entidades que participen en el desarrollo de
acciones propias del Servicio Público de Empleo de Cas-
tilla-La Mancha.

8. Resolver los procedimientos de ayudas y subven-
ciones que se convoquen en su ámbito de actuación.

9. Formalizar acuerdos y convenios de colaboración
con cualquier persona jurídica, pública o privada, que
tengan como fin específico la formación, orientación e
intermediación laboral, así como todos aquellos referidos

a las competencias atribuidas al Servicio Público de
Empleo de Castilla-La Mancha; en aras a permitir una
gestión más eficaz de servicio a los ciudadanos y racio-
nalizar los recursos disponibles.

10. Promover o participar, en su caso, en la creación
de otras entidades para gestionar y ejecutar de modo
racional las políticas que le sean encomendadas.

11. Ejercer cuantas otras funciones se deriven de
cualquier norma o acuerdo del Consejo de Gobierno o
aquéllas que pudieran ser transferidas en materia de
empleo a la Comunidad Autónoma.

12. Establecer el observatorio del mercado de tra-
bajo y de las ocupaciones.

Artículo 5. Coordinación, Cooperación y Colaboración
para una gestión integral.

1. Se establecerán los mecanismos de coordinación
y en su caso integración de aquellos servicios que se
pudieran prestar desde otras Consejerías u otros orga-
nismos y entidades que estén relacionados con las fun-
ciones del Servicio Público de Empleo de Castilla-La Man-
cha y en especial las de intermediación laboral.

2. El Servicio Público de Empleo de Castilla-La Man-
cha pondrá en marcha los instrumentos de cooperación
con otras administraciones y entidades públicas para
que de conformidad con la legislación aplicable, la ges-
tión de aquellas competencias que tengan relación con
el objeto y fines del Servicio Público de Empleo se puedan
llevar a cabo desde una única red pública en Castilla-La
Mancha.

Artículo 6. De las competencias del Consejo de Gobier-
no y de la Consejería competente en materia de
empleo.

1. Corresponde al Consejo de Gobierno de la Junta
de Comunidades de Castilla La Mancha las siguientes
competencias:

a) Establecer las directrices generales en materia
de políticas de empleo referidas a la Comunidad Autó-
noma de Castilla-La Mancha.

b) Aprobar y modificar los Estatutos del Servicio
Público de Empleo.

c) Nombrar, a propuesta del titular de la Consejería
competente en materia de Empleo, al Secretario General
del Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha,
a los órganos directivos que en su caso se establezcan
y a los vocales del Consejo de Dirección del Servicio
Público de Empleo.

d) Cualesquiera otras que le atribuya la legislación
vigente.

2. Corresponde a la Consejería competente en
materia de Empleo:

a) La fijación de las directrices generales de actua-
ción del Servicio Público de Empleo.

b) La propuesta al Consejo de Gobierno de aquellas
disposiciones que afecten a sus competencias.

c) La aprobación de las órdenes en materia de
empleo y formación profesional: ocupacional y continua,
y todas aquellas otras que le correspondan en función
de las competencias que le hayan sido atribuidas.

d) Acordar la remisión a la Consejería de Economía
y Hacienda, del anteproyecto de presupuestos del Servi-
cio Público de Empleo.

e) El control de calidad de las políticas de empleo
que realice el Servicio Público de Empleo.

f) Cuantas otras le vengan atribuidas por el orde-
namiento vigente.
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CAPÍTULO II

Órganos del Servicio Público de Empleo
de Castilla-La Mancha

Artículo 7. De los Órganos del Servicio Público de
Empleo de Castilla-La Mancha.

El Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha
se estructura en los siguientes órganos:

1. De gobierno:

a) La Presidencia.
b) El Consejo de Dirección.
c) La Secretaría General.

2. De participación:

a) Los Consejos Provinciales de Coordinación.

Artículo 8. La Presidencia del Servicio Público de
Empleo de Castilla-La Mancha.

1. La Presidencia del Servicio Público de Empleo
corresponde al titular de la Consejería competente en
materia de empleo.

2. Son funciones de la Presidencia, además de las
que pudieran establecerse estatutariamente, las siguientes:

a) Ostentar la representación legal del organismo.
b) Convocar y presidir las reuniones del Consejo de

Dirección del Servicio Público de Empleo.
c) Suscribir los contratos, convenios y resoluciones

referidos a asuntos propios del Servicio Público de
Empleo.

Artículo 9. Composición del Consejo de Dirección.

El Consejo de Dirección del Servicio Público de
Empleo de Castilla-La Mancha estará compuesto por la
presidencia y quince vocales:

Seis vocales en representación de la Junta de Comu-
nidades de Castilla-La Mancha, uno de los cuales lo será
a propuesta del Instituto de la Mujer de Castilla-La Mancha.

Un vocal en representación de los municipios de la
Región, designado por la Federación de Municipios de
Castilla-La Mancha.

Cuatro vocales de las organizaciones sindicales más
representativas en el ámbito de Castilla-La Mancha.

Cuatro vocales de las organizaciones empresariales
que ostentan la condición de más representativas de
la Comunidad Autónoma.

La Presidencia de este Consejo designará como
Secretario a uno de los vocales que representen a la
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, o en su
defecto a un funcionario que actuará con voz y sin voto.

Artículo 10. Funciones del Consejo de Dirección del
Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha.

El Consejo de Dirección, además de las que se le
otorgue en los Estatutos, tendrá las funciones siguientes:

a) Aprobar el borrador del anteproyecto de presu-
puesto, las cuentas anuales y la memoria del Servicio
Público de Empleo.

b) Aprobar el Plan de Empleo de Castilla-La Mancha.
c) Aprobar los planes específicos y los programas

de actividades del Servicio Público de Empleo.
d) Elaborar los criterios para la adquisición o pérdida

de la condición de centro colaborador o centro asociado
del Servicio Público de Empleo, así como aprobar los
convenios de colaboración con los centros colaborado-

res y los centros asociados en las materias que le son
propias.

e) Conocer los anteproyectos o, en su caso, los pro-
yectos de disposiciones normativas de carácter general
y aquellas que regulen los criterios de concesión de ayu-
das y otros convenios de colaboración relativos a las
competencias del Servicio Público de Empleo de Cas-
tilla-La Mancha.

f) Informar los anteproyectos o proyectos de dis-
posiciones que afecten a su organización, competencias
o funcionamiento.

g) Coordinar las actividades de los Consejos Pro-
vinciales de Coordinación.

h) Crear las comisiones de trabajo que considere
oportunas.

Artículo 11. La Secretaría General del Servicio Público
de Empleo de Castilla-La Mancha.

Sin perjuicio de las funciones otorgadas al Consejo
de Dirección y de las que se le pudieran otorgar en
los Estatutos del Organismo, la Secretaría General tendrá
de forma específica las funciones siguientes:

a) Dirigir el Servicio Público de Empleo y ejecutar
y hacer cumplir los acuerdos del Consejo de Dirección.

b) Ejercer la dirección del personal adscrito al Servi-
cio Público de Empleo.

c) Autorizar los gastos, contraer obligaciones e inte-
resar de la Consejería de Economía y Hacienda la orde-
nación de pagos de acuerdo con la normativa vigente
en materia presupuestaria.

d) Elevar al Consejo de Dirección el borrador del
Anteproyecto de Presupuestos del Servicio Público de
Empleo, el Plan de Empleo de Castilla-La Mancha, la
Memoria anual, las cuentas anuales y todas aquellas
que le atribuya la normativa vigente y aquellas que le
sean delegadas.

Artículo 12. Composición de los Consejos Provinciales
de Coordinación del Servicio Público de Empleo de
Castilla-La Mancha.

Los Consejos Provinciales estarán integrados por:

El Delegado Provincial de la Consejería a la que esté
adscrito el Servicio Público de Empleo o en su defecto
el cargo que expresamente sea nombrado para esta res-
ponsabilidad por el Consejo de Gobierno, que ejercerá
la presidencia del Consejo Provincial de Coordinación.

Tres representantes de la Junta de Comunidades de
Castilla-La Mancha.

Cuatro representantes de las organizaciones sindica-
les más representativas de Castilla-La Mancha.

Cuatro representantes de las organizaciones empre-
sariales que ostentan la condición de más representa-
tivas en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

Un funcionario que actuará como secretario, con voz
y sin voto.

Artículo 13. Funciones de los Consejos Provinciales de
Coordinación del Servicio Público de Empleo de Cas-
tilla-La Mancha.

Son funciones de los Consejos Provinciales de Coor-
dinación:

a) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del
Consejo de Dirección en el ámbito provincial.

b) Proponer al Consejo de Dirección cuantas medi-
das consideren necesarias para el mejor cumplimiento
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de los fines y objetivos del Servicio Público de Empleo
de Castilla-La Mancha.

c) Efectuar el seguimiento de los programas y accio-
nes en su ámbito territorial.

d) Aquellas otras que reglamentariamente se esta-
blezcan.

CAPÍTULO III

Régimen Jurídico, Económico, Financiero
y de Personal

Artículo 14. Régimen Jurídico.

1. El régimen jurídico de los actos emanados del
Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha será
el establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común y en la nor-
mativa de organización y funcionamiento de la Admi-
nistración Regional.

2. Los actos administrativos dictados por la Secre-
taría General del Servicio Público de Empleo serán sus-
ceptibles de recurso de alzada ante el titular de la Con-
sejería competente en materia de empleo.

Artículo 15. Recursos económicos.

La financiación del Servicio Público de Empleo de
Castilla-La Mancha se hará con cargo a los siguientes
recursos:

a) Los créditos que se le asignen en los Presupues-
tos de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

b) Las subvenciones, aportaciones tanto de perso-
nas físicas como jurídicas, y legados.

c) Los rendimientos de los bienes o valores de su
patrimonio.

d) Los créditos que se transfieran conjuntamente
con competencias y servicios procedentes de otras Admi-
nistraciones Públicas y sean encomendadas al Servicio
Público de Empleo.

e) Todos los demás recursos que le puedan ser atri-
buidos por disposición legal o reglamentaria.

Artículo 16. Régimen presupuestario y de contratación.

a) El régimen presupuestario, de intervención y de
contabilidad del Servicio Público de Empleo será el esta-
blecido por el Decreto Legislativo 1/2002, por el que
se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda
de Castilla-La Mancha.

b) Para el cumplimiento de sus fines, le será de apli-
cación el régimen de contratación previsto en el Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que
se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas.

Artículo 17. Patrimonio.

El Patrimonio del Servicio Público de Empleo estará
integrado por los bienes y derechos que le sean adscritos,
cedidos o transferidos por la Junta de Comunidades de
Castilla-La Mancha o cualquier otra Administración Públi-
ca, así como por cualesquiera otros bienes y derechos
que adquiera o reciba por cualquier título o acepte
mediante convenio.

Artículo 18. Personal.

Al personal de Servicio Público de Empleo de Cas-
tilla-La Mancha le será de aplicación el régimen jurídico

previsto para el personal de la Administración de la Junta
de Comunidades de Castilla-La Mancha.

1. Los puestos de trabajo reservados al personal
funcionario serán desempeñados por funcionarios de la
Administración de la Junta de Comunidades de Casti-
lla-La Mancha o de otras Administraciones Públicas, en
los términos que se determine en las correspondientes
Relaciones de Puestos de Trabajo.

2. Los puestos de trabajo reservados a personal
laboral serán provistos de acuerdo con lo establecido
en el Convenio Colectivo para el personal laboral de la
Administración de la Junta de Comunidades de Casti-
lla-La Mancha.

Disposición adicional primera.

El Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha
se subroga en todos los derechos y obligaciones con-
traídas por la Administración de la Junta de Comuni-
dades de Castilla-La Mancha en las competencias que
le han sido asignadas.

Disposición adicional segunda.

A los exclusivos efectos de lo dispuesto en los artícu-
los 7 y 10 de la presente Ley, tendrán la consideración
de organizaciones sindicales y empresariales más repre-
sentativas, aquellas que resulten de acuerdo con la apli-
cación de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto,
de Libertad Sindical y del Real Decreto Legislati-
vo 1/1995, de 24 de marzo, que aprueba el Texto Refun-
dido del Estatuto de los Trabajadores, respectivamente.

Disposición adicional tercera.

En el marco de la legislación básica, y mediante el
instrumento normativo pertinente, se desarrollará la par-
ticipación y colaboración de los Ayuntamientos en las
materias reguladas en la presente Ley.

Disposición transitoria.

Hasta la aprobación de la estructura orgánica del
Servicio Público de Empleo de Castilla-La Mancha, las
competencias que resulten afectadas por la presente
Ley se seguirán ejerciendo por los órganos que actual-
mente las tienen asignadas.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas las disposiciones de igual o infe-
rior rango, en cuanto se opongan a lo dispuesto en la
presente Ley.

Disposición final primera.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar las Dis-
posiciones necesarias y adoptar las medidas pertinentes
para el desarrollo, cumplimiento y aplicación de la pre-
sente Ley.

Disposición final segunda.

La Consejería de Economía y Hacienda realizará las
modificaciones presupuestarias que permitan habilitar
los créditos necesarios para el cumplimiento de lo pre-
visto en la presente Ley.



BOE núm. 129 Viernes 30 mayo 2003 20867

Disposición final tercera.

Se faculta a las Consejerías competentes de la Admi-
nistración Regional para integrar los recursos patrimo-
niales, operativos y humanos necesarios para la puesta
en marcha del Servicio Público de Empleo.

Disposición final cuarta.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Toledo, 10 de febrero de 2003.

JOSÉ BONO MARTÍNEZ,
Presidente

(Publicada en el D.O.C.M. n.o 20, de 17-02-2003)

10839 LEY 3/2003, de 13 de febrero, de Coope-
ración Internacional para el Desarrollo.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y
yo, en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Castilla-La Mancha es sólo una pequeña región de
un planeta donde la inmensa mayoría de los seres huma-
nos viven mucho peor que nosotros. Estas personas tie-
nen necesidades pero, a su vez, cuentan con muchos
valores que aportarnos.

Según el Informe de Desarrollo Humano de 2001
elaborado por Naciones Unidas, once millones de niños
menores de 5 años mueren anualmente debido a la
pobreza; cerca de 325 millones de personas en edad
escolar no asisten a la escuela; de los 4.600 millones
de habitantes de los países en vías de desarrollo, más
de 850 son analfabetos, 1.000 carecen de servicios de
agua potable y 2.400 de servicios sanitarios; en la actua-
lidad, 1.200 millones de personas disponen de menos
de un dólar diario para sobrevivir y 2.800 millones han
de hacerlo con menos de dos dólares.

Vivimos en una sociedad mundial de desigualdades
clamorosas, en la que cada vez más la riqueza se con-
centra en menos manos y crecen las distancias entre
quienes más poseen y los desposeídos. Bastaría sólo
una parte de lo que empleamos en bienes prescindibles
dentro de los países más ricos para satisfacer las nece-
sidades elementales de quienes hoy no las tienen satis-
fechas.

Lo que costaría alimentar y dar salud básica a quienes
en el mundo hoy no pueden acceder a ello asciende
a 13.000 millones de dólares anuales, cantidad menor
de lo que se gasta en Estados Unidos en comida para
animales domésticos (17.000 millones).

Dar agua potable y saneamiento a quienes los nece-
sitan (el 25% de la población mundial) costaría 9.000
millones de dólares, cantidad menor que la que los euro-
peos gastamos en helados durante un año (11.000 millo-
nes de dólares).

Cuando la humanidad ha alcanzado los niveles cien-
tíficos y tecnológicos más altos, logrando proezas hasta
hace poco inimaginables, no podemos renunciar a capa-
cidades tan humanas como son las de sentir y las de
pensar.

Sentimos la necesidad de combatir aquello que impi-
de el ejercicio de las libertades fundamentales y de favo-
recer una vida digna para quienes hoy carecen de ella.

Los ciudadanos de los países más desarrollados debe-
mos pensar soluciones y rebelarnos ante el falaz dic-

tamen de que las cosas no pueden ser de otro modo,
de que no es posible otro mundo mejor.

Son muchos los castellano-manchegos y las caste-
llano-manchegas que, desde nuestra tierra o repartidos
por los lugares más desfavorecidos del planeta, con acti-
tud desinteresada, lo testimonian y nos dan ejemplo de
ello: quienes trabajan en proyectos de desarrollo, los
inscritos en la Oficina Regional de Voluntariado, las orga-
nizaciones no gubernamentales que tienen la coopera-
ción internacional como el principal o uno de sus prin-
cipales motivos.

Castilla-La Mancha se siente partícipe de su misma
causa. Nuestra Comunidad Autónoma ha venido incre-
mentando sus presupuestos de cooperación progresi-
vamente en los últimos años, hasta el punto de superar
el 0,7 por ciento de sus ingresos propios. Nos cabe la
moderada satisfacción de ser, en cuanto a aportación
económica, una de las primeras Comunidades de España.

Pero realizar tal propósito solidario requiere también
de una ley que regule los procedimientos de la coo-
peración y aúne los esfuerzos de la sociedad castella-
no-manchega.

Esta ley se inserta en la línea más avanzada de prin-
cipios, normativas y políticas de cooperación internacio-
nal. Además de la legislación estatal, tiene como refe-
rentes específicos la Declaración sobre el Derecho al
Desarrollo y el Programa de las Naciones Unidas, los
compromisos alcanzados en la Cumbre de Desarrollo
Social de 1995, así como las Pautas para la Reducción
de la Pobreza establecidas por el Comité de Ayuda al
Desarrollo de mayo de 2001 en su estrategia para el
siglo XXI.

Esta ley adopta un nuevo planteamiento de la Coo-
peración Internacional para el Desarrollo que emana del
principio de participación y de la interdependencia de
los pueblos. Por ello, no es ajena a la preocupación com-
partida por los crecientes flujos de inmigración de per-
sonas provenientes de países más desfavorecidos y las
evidentes consecuencias de procesos de desarrollo
excluyentes.

Con la aprobación de esta ley se pretende dar res-
puesta a las necesidades de una cooperación entre los
pueblos cada vez más eficaz y transparente.

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto.

La presente ley tiene por objeto regular la Coope-
ración Internacional para el Desarrollo promovida y
desarrollada por la Junta de Comunidades de Castilla-La
Mancha.

Artículo 2. Principios inspiradores.

Esta ley expresa la solidaridad de Castilla-La Mancha
con los más desfavorecidos que viven en los países en
vías de desarrollo, y además de los previstos en la legis-
lación estatal tiene como principios inspiradores la igual-
dad de todos los seres humanos en dignidad y derechos,
así como la obligación de ayudarse mutuamente.

Artículo 3. Prioridades de Actuación.

La Cooperación Internacional para el Desarrollo se
realizará de acuerdo a las prioridades sectoriales y geo-
gráficas que se establecen en la presente ley.

1. Prioridades Sectoriales.
Son sectores de actuación preferente los siguientes:
a. La salud, alimentación, educación, vivienda,

saneamiento y agua potable.


